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          CONCURSO DE MÉRITOS / SUBSIDIARIEDAD / EXISTENCIA DE OTRO MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL / REVOCA IMPROCEDENTE. Para la Colegiatura, contrario a lo esgrimido por el funcionario de primer nivel, el amparo invocado no resulta procedente por cuanto es claro que existe la vía ordinaria para dirimir conflictos como el planteado por la actora, y la acción de tutela no está llamada a prosperar cuando se cuenta con otros mecanismos de defensa, a menos que se utilice de manera transitoria para evitar un perjuicio irremediable, lo que no está acreditado en este trámite.
(…)

Al ser evidente que el reclamo de la actora va encaminado a cuestionar ese acto administrativo adoptado en desarrollo del mencionado concurso de méritos, por la cual no fue admitida al inobservar las exigencias mínimas, ello no puede ser objeto de estudio por este mecanismo preferente y sumario sino por la jurisdicción contencioso administrativa donde se deberá debatir tal asunto, concretamente por la vía de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, con miras a obtener la revocatoria de las decisiones que considera lesivas a sus intereses; incluso con la posibilidad de solicitar la suspensión provisional del acto para que se protejan sus garantías fundamentales . Tal medida permite suspender temporalmente los efectos de los actos administrativos que le fueron adversos y que pueden ser objeto de revisión judicial, incluso la realización de la prueba escrita de conocimientos que se encuentra en marcha. Por ello, para la Corporación, contrario a lo esgrimido por el juez de primer nivel, la señora PLL no podía prescindir del mecanismo judicial de igual idoneidad y eficacia que la acción de tutela para la resolución de su conflicto, pues tal proceder comportaría la desnaturalización de esta vía constitucional como un medio subsidiario para convertirlo en principal.
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    Acta de Aprobación No. 070
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por    el apoderado especial de la Universidad de Medellín y del Asesor Jurídico de la Comisión Nacional del Servicio Civil -en adelante C.N.S.C.-, contra la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con función de conocimiento de Pereira (Rda.), con ocasión de la tutela instaurada por la señora PAULA MARCELA LEÓN LEÓN.

2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea la señora LEÓN LEÓN se pueden sintetizar así: (i) se desempeña desde enero 09 de 2015 en provisionalidad como Inspectora del Trabajo y Seguridad Social, Código 2003- Grado 13, y fue adscrita al Grupo de la Territorial Risaralda donde cumple las funciones descritas en el respectivo manual; (ii) la CNSC convocó a concurso de méritos para proveer en forma definitiva los empleos vacantes en la planta de personal de las entidades del Sector Nación, mediante Acuerdo CNSC-20161000001296 de junio 29 de 2016, por lo cual se inscribió para aspirar a continuar en el cargo de Inspector de Trabajo y Seguridad Social; (iii) aunque subió los documentos exigidos a la plataforma “SIMO”, donde aportó certificado laboral expedido en abril 20 de 2016 por el Director Territorial de Risaralda, a raíz de la imposibilidad de obtener dicho documento de la dependencia de personal con sede en Bogotá -dado que para esa fecha todas las sedes del Ministerio del Trabajo se encontraban en cese de actividades-; (iv) pese a allegar dicha certificación la CNSC, en asocio con la Universidad de Medellín, determinó que “no continúa en el concurso” por no cumplir la exigencia mínima de educación, al no acreditar el título de especialización requerido y aunque ostenta el requisito mínimo de experiencia, el tiempo conocido no es suficiente para validar dicha alternativa; además, los certificados no describen funciones similares a las descritas en la OPEC; (v) elevó reclamación contra el listado de elegibles conformado por Acuerdo 20171000000086 de 2017, para que se modificara o revocara dicha decisión y se tuviera en cuenta la certificación que anexó, en la cual se establece claramente desde qué fecha se encuentra vinculada al Ministerio del Trabajo en el cargo ofertado por la CNSC, es decir, Inspectora de Trabajo y Seguridad Social Código 2003, Grado 13; (vi) a raíz de su inadmisión procedió en oportunidad a aportar la respectiva certificación con todas sus funciones como Inspectora de Trabajo, la que fue expedida por la Coordinadora del Grupo de Registro y Control, pero la CNSC en conjunto con la Universidad de Medellín le aseguraron que no existió error en la calificación que ellos hicieron, como quiera que las certificación entregada en tiempo no describía función alguna y los documentos insertos al recurso no pueden ser materia de verificación; (vii) las accionadas han vulnerado sus derechos fundamentales al negarle la posibilidad de concursar para el empleo público referido, en cuanto se hizo primar lo formal sobre lo sustancial, y aquí lo sustancial es el cargo que ocupa como Inspectora porque ello prima sobre los formalismos como lo sería la certificación con funciones con fundamento en la cual se le excluyó de la convocatoria, a lo cual se agrega que la expedida por el Director Territorial y la presentada con el recurso dejan entrever el vínculo con la entidad y que el cargo ofrecido es el mismo que ocupa desde enero 9 de 2015; (viii) hay exceso de formalismo por las demandadas, ya que al ser quienes ofrecen el mencionado cargo deben conocer el manual de funciones y competencias laborales, y saben que ella se desempeña en idénticas condiciones y equivalencias; (ix) la CNSC le restó importancia a la certificación donde se establece su cargo, denominación y grado, de la cual se intuía que sus funciones son idénticas a las del cargo ofertado, lo cual riñe con sus derechos fundamentales, para lo cual hace alusión a decisiones proferidas en sede de tutela por el Consejo de Estado; y, finalmente (x) aunque el tema debatido podría ventilarse ante la justicia contencioso administrativa, ello sería someter sus derechos a un proceso prolongado que los haría nugatorios y se le causaría un perjuicio irremediable, máxime que se ha convocado a exámenes escritos para el mes de marzo.
Pide se tutelen los derechos fundamentales aludidos y se le ordene a la CNSC  y a la Universidad de Medellín que tengan como válidas tanto la certificación expedida por el Director Territorial de Risaralda, la que entregó el Ministerio del Trabajo de fecha abril 20 de 2016 aportada al proceso de selección, así como la que adjuntó con la reclamación presentada, y se realice nuevamente la calificación de los requisitos mínimos en cuanto a la experiencia laboral. De igual modo, que sea incluida y por tanto admitida para continuar las siguientes etapas del respectivo proceso.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Recibida la demanda, el despacho la admitió y corrió traslado a la Comisión Nacional del Servicio Civil, a la Universidad de Medellín y al Ministerio del Trabajo, autoridades que se pronunciaron de la siguiente manera:
- El apoderado especial de la Universidad de Medellín,  luego de hacer alusión al régimen que procede para la provisión de cargos de carrera administrativa, y a las etapas del proceso, frente a los hechos expuso: (i) el estado de “no admitida” de la accionante no corresponde a una arbitrariedad o a la aplicación de lo formal sobre lo sustancial, sino a lo reglado en concurso y los criterios de calificación que de manera uniforme se tuvieron en cuenta para los 41.009 aspirantes; (ii) la certificación presentada por la actora no es clara en la descripción de los cargos desempeñados, ya que únicamente hace mención al que ocupaba al momento de su expedición, sin conocerse qué otro ocupó  al ingresar a la planta de personal, o los que tuvo a lo largo de su vinculación, como tampoco es diáfana la fecha a partir de la cual empezó a ejercer el cargo de Inspectora de Trabajo y la Seguridad Social; (iii) el certificado no relaciona funciones, lo que es una falla frente a los requisitos exigidos en el artículo 19 de la convocatoria, aunque es de aclararse que su no validez no viene dada exclusivamente por no describirse funciones, sino por la ambigüedad en la mención de los cargos desempeñados; (iv) el análisis de dicho documento estuvo acorde con la guía de criterios para la verificación de los requerimientos mínimos, así que la aspirante aportó documentos que no cumplen lo establecido, en cuanto indica que ingresó en enero 09 de 2015 y que a la fecha de expedición ejercía un cargo determinado, pero no resulta claro el empleo en el que se vinculó inicialmente, ni desde qué fecha ocupa el que se tenía para el momento de su expedición; (v) la exclusión de ese documento se encuentra justificada por la falta de claridad e inobservancia de lo establecido en la Guía de Criterios para la Verificación de los Requisitos Mínimos; (vi) antes que un exceso de formalismo, la CNSC y al Universidad de Medellín protegen el derecho a la igualdad y al debido proceso de los 41.009 aspirantes inscritos al concurso, a los cuales se les ha aplicado los mismos criterios de calificación; por demás, las situaciones descritas por el Consejo de Estado  no se ajustan a la presente realidad, porque acá no solo se trata de la omisión en la descripción de funciones, sino a la ambigüedad del momento a partir del cual se desempeñó como Inspectora del Trabajo; y (vii) considera que no se vulnera ninguno de los derechos reclamados y pide que se desestimen sus pretensiones y se declare improcedente la acción, máxime que la tutela no es el medio para que ella remedie sus omisiones y errores de cara al concurso.

- La Asesora de la Oficina Jurídica del Ministerio del Trabajo, luego de hacer referencia a diversas sentencias de la H. Corte Constitucional relacionadas con la improcedencia de la tutela por no ser el mecanismo idóneo para resolver las controversias relacionadas con el ejercicio de derechos de rango legal y solo proceder como mecanismo transitorio ante la presunta ocurrencia de un perjuicio irremediable por su carácter subsidiario, así como lo relativo al proceso de selección en el concurso de méritos y a la existencia de otros mecanismos de defensa judicial que se derivan de dichos procesos de selección, pide se declare improcedente la tutela impetrada y se exonere de responsabilidad ante la no vulneración ni puesta en peligro de derecho fundamental alguno en cabeza de la actora.

- El Asesor Jurídico de la Comisión Nacional del Servicio Civil -CNSC- argumentó:  (i) es deber del juez constitucional verificar si la acción de tutela procede como mecanismo excepcional y subsidiario, en cuanto aquí no se dan los requisitos para ello, como quiera que la actora cuenta con un mecanismo de defensa idóneo para controvertir el referido acto administrativo, como es la jurisdicción contenciosa; (ii) alude al proceso de convocatoria efectuado para proveer por concurso abierto los empleos vacantes pertenecientes al Sistema General de Carrera Administrativa de 18 entidades del Orden Nacional; (iii) señala cómo es el desarrollo de la Convocatoria 428 de 2016, y añade que en la verificación de requerimientos mínimos la señora PAULA MARCELA LEÓN LEÓN obtuvo como resultado el de “no admitido” al establecerse que si bien acató el requisito de experiencia no acreditó el de estudio, y frente a la certificación laboral expedida por el Ministerio del Trabajo la misma no pudo validarse al no cumplir las exigencias del artículo 16 del Acuerdo 20161000001296 de 2016, ya que no se precisó la experiencia adquirida como Inspectora de Trabajo; (iii) aunque al leer el certificado no hay duda que la accionante se encuentra vinculada desde enero 09 de 2015, no se establecen las funciones desempeñadas y solo se hace mención al cargo que “actualmente” ocupa -al tiempo de su expedición-, pero sin tenerse claridad del momento en que empezó a ejercerlo o si ha sido el único desempeñado; (iv) la expresión “actualmente” cierra de tajo la posibilidad de realizar una lectura en el sentido que la aspirante realiza tal labor desde su vinculación al empleo descrito y por ende no era claro el momento en que inicia las labores que se mencionan en el certificado; (v) aunque la aspirante presentó reclamación frente al resultado de la verificación de requisitos mínimos, se confirmó el estado de “no admitido”, y los documentos que aportó en ese momento no se valoraron por ser extemporáneos según lo reglado por el inciso 3°, artículo 22 del Acuerdo de convocatoria; y (vi) la tutela se torna improcedente por existir otro medio de defensa judicial y porque no se configura afectación a derechos fundamentales.
3.3.- Vencido el plazo constitucional, el a quo mediante sentencia de febrero 09 de 2018 tuteló los derechos al debido proceso y acceso a cargos públicos de la señora LEÓN LEÓN, y le ordenó a la CNSC y a la Universidad de Medellín que dentro de las 48 horas siguientes resuelvan la reclamación presentada, para lo cual tendrán en cuenta la certificación allegada con esta para su verificación, y de establecerse que observa los requisitos mínimos de la Convocatoria 428 de 2016 se procederá a informarle lo pertinente a la actora en el término de ley. Adicionalmente desvinculó del trámite al Ministerio del Trabajo.

4.- IMPUGNACIÓN

El apoderado especial de la Universidad de Medellín sustentó su disenso en los siguientes términos: (i) la orden impartida por el a quo es contraria al Acuerdo de Convocatoria y se torna vulneradora de los principios de legalidad y trasparencia, así como de los derechos de igualdad y debido proceso de los demás aspirantes. Así lo afirma en cuanto al otorgarle a la actora una oportunidad para presentar documentos de forma extemporánea, significa ignorar una prohibición de la Convocatoria y redunda en el cambio de las reglas del concurso cuando ya había iniciado, además de darle un trato más ventajoso que a los restantes aspirantes; (ii) el cargue de documentos es responsabilidad exclusiva de cada concursante y el no recibir documentación extemporánea no vulnera sus derechos sino que por el contrario se da en aplicación a las reglas preestablecidas; (iii) la aspirante es la única responsable de aportar una documentación oportuna con la inscripción y la Universidad de Medellín no puede validar lo que allegó de forma extemporánea, como la que pretende cargar la accionante con su reclamación o con la tutela, ya que con ello se desconocen las disposiciones insertas en la convocatoria; (iv) el a quo erró en su consideración frente al caso en concreto al ordenar que se realice algo abiertamente distinto a las reglas del concurso, para validar experiencia relacionada con un certificado que no cumple lo exigido, y además patrocina que se haga caso omiso a una prohibición expresa de un precepto normativo del Acuerdo de Convocatoria, lo que implica una discriminación positiva a favor de la actora y un cambio de reglas que dan al traste con derechos y garantías de los otros 41.008 aspirantes.
Por su parte, el asesor jurídico de la CNSC se expresó en términos similares a los que esgrimió al momento de dar respuesta a la acción constitucional, para finalmente pedir que se revoque la sentencia impugnada y en su defecto se denieguen las pretensiones de la parte accionante.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con función de conocimiento de Pereira (Rda.), acorde con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo opugnado, en cuanto amparó los derechos constitucionales invocados por la accionante. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidándolo, modificándolo o revocándolo, según se desprende de lo pedido por los recurrentes. 
5.2.- Solución a la controversia

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

Al respecto, la H. Corte Constitucional en sentencia T-629 de 2008 expresó: 

“[…] 4.2 Partiendo del principio de subsidiariedad que caracteriza a la acción de tutela, la procedencia de esta vía judicial excepcional está supeditada al agotamiento previo de las otras vías judiciales ordinarias con que cuente el interesado, y que sólo ante la inexistencia o inoperancia de esas vías judiciales, es posible acudir a la acción constitucional para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable.
 
“El sentido de la norma es el de subrayar el carácter supletorio del mecanismo, es decir, que la acción de tutela como mecanismo de protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales debe ser entendida como un instrumento integrado al ordenamiento jurídico, de manera que su efectiva aplicación sólo tiene lugar cuando dentro de los diversos medios que aquél ofrece para la realización de los derechos, no exista alguno que resulte idóneo para proteger instantánea y objetivamente el que aparece vulnerado o es objeto de amenaza por virtud de una conducta positiva o negativa de una autoridad pública o de particulares en los casos señalados por la ley, a través de una valoración que siempre se hace en concreto, tomando en consideración las circunstancias del caso y la situación de la persona, eventualmente afectada con la acción u omisión. No puede existir concurrencia de medios judiciales, pues siempre prevalece la acción ordinaria; de ahí que se afirme que la tutela no es un medio adicional o complementario, pues su carácter y esencia es ser único medio de protección que, al afectado en sus derechos fundamentales, brinda el ordenamiento jurídico”.[...]” (negrillas fuera de texto).

En el caso sometido a estudio la actora solicitó la protección de sus derechos fundamentales a la igualdad, al trabajo, al debido proceso y al acceso a cargos públicos, en concordancia con el principio del mérito, por cuanto fue inadmitida al concurso para proveer el cargo de Inspector de Trabajo y Seguridad Social, Código 2003, Grado 13, el cual hace parte de la Convocatoria 428 de 2016 a cargo de la CNSC y la Universidad de Medellín, al no haber sido tenida en cuenta la certificación que para tal efecto le fuera expedida por el Director Territorial del Ministerio del Trabajo.

Como es sabido, no obstante las argumentaciones de las entidades accionadas relacionadas con los motivos por los cuales dicho documento no fue valorado y lo que generó la condición de “no admitida” de la señora PAULA MARCELA LEÓN LEÓN, el a quo tuteló los derechos reclamados por dos circunstancias específicas a saber:

1.- La actora aportó la certificación que le expidió el Director Territorial de Risaralda del Ministerio del Trabajo por cuanto para esas calendas se presentaba un cese de actividades a nivel nacional, lo cual no fue desvirtuado y por ello no pudo obtener uno bajo los parámetros pertinentes, advirtiéndose que se generó un caso de fuerza mayor y es allí donde se observa la afectación de los derechos de la señora LEÓN LEÓN, lo cual indica al despacho que los medios ordinarios no son eficaces para la protección de los derechos fundamentales puestos en juego, al no brindar una solución efectiva antes de la realización de las pruebas escritas que ya están programadas. 

2.- La actora actuó de buena fe al arrimar para el concurso una certificación que en su criterio plasmaba los requerimientos ordenados, ya que parte de las funciones que desempeña se encuentran determinadas en la ley y en otros actos administrativos, lo que la llevó al convencimiento que todo estaba en regla para acceder al concurso de méritos y por ende estima que: “cumplió el requisito de presentar la certificación en el momento exigido”.

Para la Colegiatura, contrario a lo esgrimido por el funcionario de primer nivel, el amparo invocado no resulta procedente por cuanto es claro que existe la vía ordinaria para dirimir conflictos como el planteado por la actora, y la acción de tutela no está llamada a prosperar cuando se cuenta con otros mecanismos de defensa, a menos que se utilice de manera transitoria para evitar un perjuicio irremediable, lo que no está acreditado en este trámite.

En efecto, de la información que se arrimó al dossier se aprecia que la señora LEÓN LEÓN se postuló para la Convocatoria Pública 428 de 2016, por la cual se convocó a concurso de méritos para proveer los empleos vacantes de la planta de personas pertenecientes al Sistema General de Carrera Administrativa” de 13 entidades del Sector Nación, entre los cuales se encuentra el Ministerio del Trabajo, donde se proveerían 39 empleos del nivel superior, entre ellos el de Inspector del Trabajo y Seguridad Social, Código 2003, Grado 13, para el cual se inscribió la hoy accionante. Para ello subió a la plataforma virtual “SIMO” los documentos requeridos con miras a comprobar las exigencias mínimas, entre las cuales aportó una certificación expedida por el Director Territorial de Risaralda con la cual aparentemente corroboraba el tiempo de vinculación con la entidad -habida cuenta de la imposibilidad que tuvo para que la misma se la expidiera la dependencia de Personal de la entidad con sede en Bogotá, a raíz del cese de actividades que allí se presentaba-. 
No obstante que la accionante esperaba ser admitida en el concurso, ello no sucedió así por cuanto al revisar la documentación arrimada se pudo determinar que “NO CONTINÚA EN EL CONCURSO”, al no cumplir los requisitos mínimos de educación por cuanto no acreditó título de especialización requerido por la OPEC, e igualmente por cuanto los certificados que no describen funciones similares a las descritas en la OPEC no computan experiencia profesional relacionada.

Frente a dicha decisión interpuso recurso, en la que anexó la correspondiente certificación con sus funciones como Inspectora de Trabajo, pero aun así las entidades demandadas persistieron en su posición al considerar que no existió error en la calificación toda vez que el certificado para atestiguar su experiencia profesional no detalla función alguna y que los documentos que arrimó con la reclamación no pueden ser objeto de verificación en dicha etapa del proceso.

Del contenido de la certificación que para efectos de inscripción proporcionó la señora LEÓN LEÓN, se puede establecer que la misma ingresó a la planta de personal del Ministerio del Trabajo en enero 9 de 2015 y que “actualmente” ocupa el cargo de Inspectora del Trabajo y Seguridad Social, Código 2003, Grado 13, y ello es lo que ha conllevado a que la postura asumida por las entidades accionadas sea la de considerar que tal documento no tiene la claridad suficiente para determinar que la actora ocupó tal puesto desde el instante en que ingresó a dicha cartera Ministerial. Aunado a lo anterior, tampoco se hizo mención a las funciones del cargo.

Y es que, como así lo sostuvo la Universidad de Medellín y la CNSC al contestar la tutela, del contenido de la referida certificación si bien se desprende que la señora PAULA MARCELA ingresó a laborar desde enero 09 de 2015, ello no implica pregonar que desde ese mismo instante ocupó el cargo de Inspectora, toda vez que el hecho de que allí se hubiera indicado que dicho empleo es el que “actualmente ocupa”, puede conllevar a predicar que con antelación a este pudo ejercer otro totalmente distinto.

No podía pretender entonces la accionante que con una certificación que no fue clara en punto del período desde el cual ejercía como Inspectora del Trabajo -independientemente de que se incluyeran o no las funciones desempeñadas-,  las entidades encargadas de realizar su análisis para determinar su admisión al concurso de méritos, procedieran a validarla como  experiencia laboral, ni mucho menos que aquella que entregó al momento de efectuar su reclamación -suscrita por  la Coordinadora del Grupo de Registro y Control y donde ya se clarificó tal aspecto- tuviera igual connotación, como de manera errada así lo dispuso el a quo.
Así se afirma por cuanto las reglas del concurso eran perfectamente claras al respecto, no solo para la señora PAULA MARCELA LEÓN LEÓN sino para todos los demás 41.008 aspirantes a los cargos ofertados, si tenemos de presente que el inciso 2°, numeral 6° del artículo  14 del Acuerdo 201610000001296 de julio 29 de 2016, dispone que: “Una vez inscrito el aspirante no podrá modificar los documentos seleccionados para participar en la “Convocatoria N° 426 de 2016 […]”; ello en consonancia con lo referido en el inciso 3° del artículo  20 que dice: “No se aceptará para ningún efecto legal los títulos, diplomas, actas de grado, ni certificaciones de estudio o experiencia que se aporten por medios distintos al aplicativo SIMO, o cargados o  modificados con posterioridad a la inscripción en esta Convocatoria […]”. Así como lo reglado en los incisos 4° y 5° del artículo 21, donde se señala que: “El cargue de los documentos es una obligación a cargo del aspirante y se efectuará únicamente a través del SIMO, antes de la inscripción del aspirante. Una vez realizada la inscripción la información cargada en el aplicativo para efectos de la verificación de requisitos mínimos y la prueba de valoración de antecedentes es inmodificable”, y “Los documentos enviados o radicados en forma física o por medios distintos al SIMO, o los que sean adjuntados o cargados con posterioridad a la inscripción no serán objeto de análisis”.  
Para el Tribunal, el que se hubiera proferido una decisión contraria a los intereses de la señora LEÓN LEÓN al inadmitirla al concurso de méritos, tenía un fundamento serio, que no amañado ni caprichoso, como lo dio a entender la actora, habida cuenta que todas los ciudadanos que pretendían hacer parte del mismo, debían cumplir los requerimientos que se incluyeron en la convocatoria pertinente, como ley del concurso, sin que por la vía de la tutela se pueda emitir una providencia que ubique en una posición privilegiada a la accionante con respecto a las demás personas inscritas.

Al ser evidente que el reclamo de la actora va encaminado a cuestionar ese acto administrativo adoptado en desarrollo del mencionado concurso de méritos, por la cual no fue admitida al inobservar las exigencias mínimas, ello no puede ser objeto de estudio por este mecanismo preferente y sumario sino por la jurisdicción contencioso administrativa donde se deberá debatir tal asunto, concretamente por la vía de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, con miras a obtener la revocatoria de las decisiones que considera lesivas a sus intereses; incluso con la posibilidad de solicitar la suspensión provisional del acto para que se protejan sus garantías fundamentales
. 
Tal medida permite suspender temporalmente los efectos de los actos administrativos que le fueron adversos y que pueden ser objeto de revisión judicial, incluso la realización de la prueba escrita de conocimientos que se encuentra en marcha. Por ello, para la Corporación, contrario a lo esgrimido por el juez de primer nivel, la señora PAULA MARCELA LEÓN no podía prescindir del mecanismo judicial de igual idoneidad y eficacia que la acción de tutela para la resolución de su conflicto, pues tal proceder comportaría la desnaturalización de esta vía constitucional como un medio subsidiario para convertirlo en principal.
Por lo antes mencionado y como quiera que la acción de tutela no se erige como la vía por la cual la señora LEÓN LEÓN puede buscar la protección de las garantías constitucionales que estima vulneradas, se revocará la sentencia adoptada por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con función de conocimiento, y en consecuencia se declarará improcedente el amparo.
ANOTACIÓN ADICIONAL:

De la información allegada al dossier se aprecia que la impugnación presentada por el apoderado la CNSC fue extemporánea, como así se desprende de la constancia que al respecto consignó la secretaria del despacho a quo
.  No obstante y cuando se esperaba que el funcionario judicial se pronunciara al respecto, este únicamente hizo referencia a la concesión de la alzada en favor de la UNIVERSIDAD DE MEDELLÍN, sin efectuar manifestación alguna relacionada con la extemporaneidad de la apelación interpuesta por la CNSC.

Sería del caso retrotraer la actuación para exigir del funcionario a quo un pronunciamiento a ese respecto; sin embargo, tal determinación no solo sería perjudicial a los intereses procesales en cuanto prolongaría indebidamente los términos, sino además inoficiosa porque la determinación de fondo que se está adoptando en segunda instancia se encuentra acorde con los intereses de la entidad que impugnó de manera tardía y por tanto suple la pretensión esbozada en su libelo.
 

De todas formas, se hace un especial llamado de atención al operador jurídico, para que en futuras ocasiones, y al momento de definir si concede o no la impugnación, tenga en cuenta no solo los recursos que sean interpuestos en término oportuno, sino aquellos que se realicen por fuera de este para efectos de su inadmisión.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión N° 2 de Asuntos Penales para Adolescentes, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE REVOCA la sentencia de tutela proferida por el Juez Segundo Penal del Circuito de Adolescentes con función de conocimiento de Pereira (Rda.) en febrero 9 de 2018 con ocasión de la acción constitucional presentada por la señora PAULA MARCELA LEÓN LEÓN, y en consecuencia se DECLARA IMPROCEDENTE. 
SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
   EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBAS

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

JAIR DE JESÚS HENAO MOLINA                  

Secretario
� De acudir la actora ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa dispone de la medida preventiva de la suspensión provisional del acto administrativo controvertido, cuyo fin sería el de lograr su admisión al concurso de méritos. El artículo 238 de la Constitución Política señala lo siguiente: “La jurisdicción de lo contencioso administrativo podrá suspender provisionalmente, por los motivos y con los requisitos que establezca la ley, los efectos de los actos administrativos que sean susceptibles de impugnación por vía judicial”.





� Folio 101.


� Cfr. CSJ, SP, 21 oct. 2013, rad. 32983
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